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Prólogo



Es un placer y un honor prologar este texto sobre Psicología Social y Justicia coordinado por el doctor J.I. Ruiz. Con gran satisfacción veo como este investigador ha desarrollado la pasión por describir y sobre todo contrastar empíricamente las ideas y explicaciones que se plantean sobre los antecedentes, procesos y consecuencias de los problemas sociales, en particular el de la violencia y el delito.


Además constato como compañeros de estudios y doctorado del editor, como el doctor San Juan y el doctor Martín Beristain colaboran en este libro con un capítulo sobre psicología ambiental y delito, y con otro sobre la reconciliación, respectivamente. Con alegría confirmo que este capítulo, así como el capítulo sobre el perdón en el que colabora mi amigo y colega el doctor Mullet, ofrecen elementos para la superación de la violencia colectiva y la construcción de una cultura de paz en general -y en el contexto colombiano actual en particular. No olvidemos que la tasa de afectados por la violencia colectiva en Colombia es superior a la de otros países de América Latina (véase Páez, Martín Beristain, González, Basabe & De Rivera, 2011).


El texto revisa concienzudamente una serie de temas clásicos de la psicología social, como las actitudes y las representaciones sociales, aplicándolas al ámbito de la violencia social, colectiva y al delito.


En particular, creo que el texto ilustra dos problemáticas esenciales. Primero, el de la relación compleja entre la experiencia y la representación de esta. Personas "objetivamente” menos expuestas a violencias interpersonales, como las personas mayores y las mujeres, perciben mayor riesgo de victimización o miedo a ser víctimas, que personas con riesgo "objetivo” mayor, como los varones jóvenes.


Una explicación avanzada de esta "paradoja del delito” es que esta percepción depende solo en parte de la experiencia directa e indirecta, en particular de hechos negativos extremos y amenazantes, como asaltos sexuales y en la intimidad. Ahora bien, como se menciona, la relación entre experiencia de victimización delictiva y percepción de riesgo al delito es del tamaño habitual, alrededor de .20. De hecho, una revisión encontró que el tamaño del efecto medio en psicología social era de r=.21 y la mediana de .18 (Richards, Bond & Stokes-Zota, 2003). Aunque teóricamente pequeña, esta asociación significa que personas por encima de la media en experiencia de ser víctimas de delitos, un 60 %, presentan percepción de riesgo o miedo al delito elevada, frente al 40 % de las personas con baja experiencia.


Otra relación que el texto expone claramente se refiere a que es la percepción subjetiva de vulnerabilidad la que se asocia con el miedo al delito o a la preocupación por ser víctima del mismo. Viejos y mujeres, por menores recursos, menor fuerza física y por ser objetos más fáciles de amedrentamientos menores, se sienten por ende en mayor riesgo.


Finalmente, recordemos que los estudios han mostrado regularmente que las personas minimizan los riesgos habituales -las personas que viven cercanas a centrales nucleares "naturalizan” y minimizan el riesgo que se corre-. Las personas viviendo en el País Vasco percibían menor riesgo de ser víctimas de atentados, que personas viviendo en Castilla (una comunidad con prácticamente ninguna experiencia de violencia colectiva). Es probable que los jóvenes varones minimicen su vulnerabilidad.


Una segunda problemática es acerca del carácter social y comunicativo, anclado culturalmente, de las creencias sobre el delito. Por un lado, la representación del criminal y el delito se apoya en estereotipos extremos y en lo que los mass media ponen en la agenda como delito. Como recuerda la boutade atribuida a Hanna Arendt cuando le preguntaron por el mayor genocida de la historia y esta dijo "Daddy” (o "papito”), la mayor parte de los victimarios en delitos de sangre son conocidos de las víctimas. Sin embargo, los mass media y las representaciones sociales enfatizan una imagen del criminal como el "otro” por ende, cuando se interroga a la gente sobre el miedo a ser víctima de un delito al caminar por la noche en un lugar oscuro, esta pregunta clásica de victimización, cuya utilidad epidemiológica es innegable, vehicula la idea del crimen como algo oscuro, sorprendente, que surge sin racionalidad ni explicación. Como este texto deja claro, la criminalidad de "guante blanco” y la violencia interpersonal doméstica, son fenómenos tanto o más frecuentes -y como demuestra la situación europea actual, con mucho más impacto social que el delito menor.


Como varios capítulos del libro describen, no solo la experiencia, sino que valores culturales jerárquicos, de rechazo de lo diferente, que enfatizan la bondad del castigo fuerte, llevan a respuestas "duras” al delito. Estas, más que cumplir funciones de erradicación y prevención reales, solo sirven de escudo ilusorio para mantener una cultura supuestamente de seguridad. Justamente, el desafío de la Psicología Social es saber cómo aumentar un clima emocional de seguridad que al mismo tiempo aumente la eficacia colectiva y el empoderamiento de las personas -y que no conduzca a una delegación de decisión en autoridades que apliquen mano dura y paradójicamente refuercen la sensación de impotencia e indefensión ciudadana-. Esperamos que la experiencia social de América Látina en las últimas décadas, e iniciativas como este texto, ayuden a reforzar una cultura de participación ciudadana.


Quisiera terminar manifestando mi orgullo por haber contribuido, al menos en parte, como director de tesis doctoral y como colega de investigación, a la formación del doctor Ruiz. Lo conocí como joven estudiante y lo felicito ahora en su papel de profesor consolidado, padre de familia e investigador con un gran futuro por delante.


Darío Páez Rovira


Catedrático de Psicología Social


Departamento de Psicología Social y Metodología


Grupo Consolidado CCE y UFI Psicología del Siglo XXI


Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Univertsitatea
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Introducción



José Ignacio Ruiz Pérez


Universidad Nacional de Colombia


El presente texto se enmarca en la línea de investigación "Construcción de Tejido Social” del Grupo de Investigación Procesos y Métodos en Psicología Social y Jurídica, de la Universidad Nacional de Colombia. Esta línea ha sido apoyada en los últimos años por la Dirección de Investigaciones de Bogotá (DIB), en el 2010, con el proyecto "Tejido Social, Democracia y Percepción de Seguridad en Jóvenes Colombianos”; por la Facultad de Ciencias Humanas con los proyectos "Construcción de tejido social: un estudio desde las representaciones sociales en jóvenes colombianos” (Convocatoria Orlando Fals Borda, 2010), "Representaciones sociales de la democracia. Un estudio comparativo” (Convocatoria de Apoyo a Tesis de Pregrado, primer semestre del 2009), e incluso el proyecto de extensión "Psicología jurídica al servicio de la comunidad” (2009), mediante el cual se ofertó un servicio de evaluación forense gratuito a personas de bajos recursos económicos. Algunos de los casos que se atendieron con este proyecto se enmarcaron en la reparación a víctimas del accionar de grupos armados al margen de la ley, lo cual permitió revisar y generar reflexiones y estrategias para la evaluación del daño colectivo.


El texto reúne temas propios de un texto tradicional de psicología jurídica, pero desde una óptica claramente social. Sin pretender un reduccionismo de la psicología jurídica a una dimensión única de "construcción social de la justicia”, que ignoraría o consideraría factores como las disposiciones y diferencias individuales en la inclinación al crimen, las técnicas y procedimientos de evaluación forense, el impacto en las víctimas de los eventos traumáticos, o el análisis de las relaciones entre el impacto en la crianza de los hijos y las decisiones judiciales sobre la asignación de la custodia a uno u otro progenitor; el texto pretende rescatar esa psicología social del derecho como campo disciplinar articulado que es necesario comprender para identificar algunos de los problemas a los que se enfrenta la psicología jurídica en su quehacer cotidiano. Algunas de estas dificultades y retos consisten en lograr su reconocimiento por parte de otras áreas de la psicología, y por parte de la psiquiatría y del sistema judicial, como se ha demostrado en contextos como los de Estados Unidos (Loth, en Jiménez Burillo, 1986), España o Brasil (Bravo, 2011). Por otro lado, muchos conflictos bioéticos que se dan en el ejercicio de la psicología jurídica incluyen una dimensión de conflicto entre intereses contrapuestos -por ejemplo, hace años García-Borés (1993) se preguntaba quién es el cliente de la psicología penitenciaria-, y ciertos problemas de evaluación e intervención tienen una clara dimensión social -por ejemplo, la existencia de subculturas criminales (Arturo, Aguirre, Ruiz, Henao & Hernández, 2001) o de actitudes de género discriminativas, que subyacen a la violencia de pareja (Chan & Estrada, 2012)-. Así mismo, la insinceridad de los evaluados es un riesgo a tener en cuenta en la psicología forense, riesgo que nace de un conflicto jurídico, el cual no deja de ser un contexto y una situación sociales.


Todos los temas abordados en este texto conciernen, muy directamente, a los diferentes ámbitos de la justicia, sea que la entendamos como valor o como institución -sistema judicial-. Esta es la razón por la que dos revisores anónimos de este texto señalaron que varios capítulos no corresponden a una psicología social de la justicia o del derecho sino al campo de la psicología política. Dado que coinciden en sus apreciaciones, hemos realizado ajustes en dichos capítulos con el fin de subrayar la dimensión jurídica de estos sin desconocer su innegable referencia sociopolítica{1}.


En el capítulo 1 de esta obra, se presentan antecedentes históricos de la psicología social del derecho dentro de la propia psicología jurídica, y se propone una sistematización de áreas, partiendo del objeto de estudio, al que se puedan dirigir las investigaciones y aplicaciones de esta disciplina. Los siguientes capítulos se organizan en su presentación y abordan contenidos referidos a cinco grandes tópicos: el delito, las víctimas, la psicología penitenciaria y aspectos relacionados con los procesos sociales de reparación y reconciliación. La quinta sección reúne dos capítulos sobre aspectos operativos de la investigación con datos de criminalidad o victimización.


De esta manera, en el bloque referido al delito, el capítulo 2 aborda el tema de las actitudes y representaciones sociales del delito y sus protagonistas; el capítulo 3 se centra en el estudio del miedo al crimen; y el 4 sobre la perspectiva ecológica en la explicación del crimen.


En el capítulo 4, en la sección referida a las víctimas, se enuncian y desarrollan, los principios que deben presidir las políticas de justicia y reconciliación, para que respondan en el fondo, no solo en la forma, a la esencia de estos dos vocablos. El capítulo 5 aborda, a través de un caso práctico, la cuestión de la memoria colectiva afectada e involucrada en las violaciones masivas de derechos humanos. En el capítulo 6 se propone una reflexión, documentada en diversas investigaciones relacionadas, sobre el perdón. En el capítulo 7 se exponen los aspectos centrales de las políticas de atención y reparación a las víctimas del conflicto armado colombiano, incluyendo las nociones centrales de daño colectivo y reparación colectiva, que van más allá del concepto tradicional individual de victimización criminal.


A continuación, en lo que se refiere al ámbito penitenciario, el capítulo 8 se centra en algunas redes sociales en las que se ve inmersa la persona que llega a la prisión: el sistema oficial, los/as compañeros/as de patio, y las relaciones con los que quedan afuera -familia, pareja, amigos-. Por su parte, el capítulo 9 se enfoca en las expectativas y actitudes que en la comunidad se generan en torno a la cárcel, a los reclusos y a los liberados.


Finalmente, en la última sección, el capítulo 10 ofrece una exposición de elementos básicos de Sistemas de Información Geográfica (SIG) aplicados al estudio de temas psicosociales, como pueden ser el miedo al crimen o la eficacia colectiva. Un último capítulo cierra el texto abordando cuestiones metodológicas de la investigación en criminología comparada desde una perspectiva transcultural, como la validez de los indicadores de cultura colectiva, de criminalidad, de victimización y de percepción de seguridad.


En este texto se reúnen aportaciones de autores ajenos al área de la psicología social, en cuanto a disciplina, pero cuyos desarrollos, plasmados algunos de ellos en las páginas de este texto, tienen una indudable coherencia con la psicología social aplicada a cuestiones judiciales, es decir, de derechos y deberes. Por último, cabe señalar que la variada procedencia de los autores -Colombia, España y Francia-, pretende abrirse a la diversidad de ópticas frente a fenómenos que inciden de forma importante en muchas sociedades contemporáneas de nuestro ámbito geográfico y cultural. Seguramente podrían haberse incluido otros temas -por ejemplo, los relacionados con el derecho de familia, que va más allá de la dinámica víctima/victimario-, pero indudablemente los que se presentan en esta ocasión son relevantes en relación, por lo menos, con muchos de los países de habla hispana.


Agradecemos a los revisores anónimos de los textos las aportaciones que permitieron mejorar la organización de los contenidos y capítulos del libro, así como aspectos importantes de redacción. También al profesor Camilo Olaya por la revisión de la sección dedicada a los modelos basados en dinámica de sistemas que se incluye en el último capítulo.


Los autores de estas páginas esperamos que los lectores encuentren en ellas elementos útiles para su desarrollo académico y profesional, y, por qué no, sin dejar de lado el rigor académico, disfruten de su lectura en el mismo grado que lo hemos hecho al escribirlas.


REFERENCIAS


Arturo, J., Aguirre, E., Ruiz, J. I., Henao, A., Hernández, M. A. (2001). La carrera delincuencial en Bogotá: El caso de la delincuencia menor. Bogotá: Secretaría de Gobierno.


Bravo, O. A. (2011). Las prisiones de la locura. Bogotá: Icesi.


Chan, E. C. y Estrada, C. (2012, noviembre). Identificación de actitudes de género en estudiantes universitarios de Guadalajara. I Congreso Nacional de Psicología Jurídica, Bogotá.


García-Borés, J. M. (1993). Psicología penitenciaria: ¿Trabajar para quién? Análisis de una intervención institucional. En M. García Ramírez (Comp.), Psicología social aplicada en los procesos jurídicos y políticos, (pp. 223-234). Sevilla: Eudema.


Jiménez-Burillo, F. (1986). Notas sobre las relaciones entre psicología y derecho penal. En F. Jiménez-Burillo y M. Clemente Díaz (Eds.), Psicología social y sistema penal, (pp. 19-26). Madrid: Alianza.




		

			

					1


					
Elementos para una psicología social jurídica


			


		


		José Ignacio Ruiz Pérez 


		Universidad Nacional de Colombia


		
INTRODUCCIÓN


		Sin duda, uno de los temas que incide en la vida de los grupos y sociedades es su ordenamiento jurídico e institucional, el cual constituye un campo muy amplio de investigación en el que tienen intereses diversas disciplinas como el derecho, la criminología o la psicología. Es así como diversos autores se han referido a una psicología social jurídica, de la justicia o de la ley (Deutsch, 1983; Morales, 1986), una psicosociología legal (Clemente, 1986), psicología social y justicia (Hamilton & Rauma, 1995) o psicología social del derecho (Munné, 1980a, 1980b).


		A la hora de establecer las características epistemológicas, conceptuales y temáticas de una disciplina pueden seguirse dos caminos. Por un lado, realizar una revisión de autores considerados como los pioneros en esa disciplina, analizando las definiciones que proponen y las bases en las que se fundamentaron. Otra estrategia consiste en que el investigador aperciba la existencia de ciertos elementos comunes en una serie de desarrollos teóricos y aplicados realizados desde otras disciplinas y vertientes, y, a partir de esos elementos comunes, se proponga la existencia efectiva de la nueva disciplina, aunque los autores cuyos trabajos sirven de soporte para ella ignoren la contribución que están haciendo.


		A través del texto que el lector tiene en sus manos se siguen las dos vías, ya que, por un lado, la propuesta de una "psicología social jurídica”, o de una psicología social aplicada al campo del derecho, no es nueva y aquí se traza una breve historiografía de los esfuerzos e inquietudes por desarrollar tal aproximación al estudio del derecho y de las normas jurídicas. Por otro lado, muy seguramente la mayoría de los autores de los capítulos que componen este documento, al enviar sus manuscritos para la elaboración de este texto, no pensaban en realizar una aportación al desarrollo de esta interdisciplina, tomando la acepción con que Munné (1980a) se refiere a la psicología social del derecho. Por nuestra parte creemos que sí se pueden identificar en estas contribuciones escritas varios de esos elementos comunes que antes mencionábamos y que podríamos resumir en la siguiente idea:


		La psicología social jurídica pretende contribuir a entender las interacciones sociales que se dan en los distintos niveles del sistema normativo judicial -por ejemplo, operadores jurídicos, sociedad, víctimas- con el fin de a) comprender y explicar la conducta individual y grupal con relación a, y, dentro de ese sistema jurídico y b) ayudar a mejorar su funcionamiento.


		A la hora de revisar las aportaciones de los autores y estudiosos pioneros en este campo tendremos en cuenta la observación planteada por Munné (1980a, p. 93) de que "el advenimiento de cualquier rama científica nunca se produce de un modo repentino”. En vez de ello, el proceso suele consistir en la coincidencia más o menos cercana en el tiempo de inquietudes y preguntas similares en diferentes autores, a modo de "colegios invisibles”, respondiendo a problemáticas científicas o sociales comunes -es decir, respondiendo a problemas contextuales comunes o similares-. Estos autores a su vez convocan a otros estudiosos a interesarse por esas mismas preguntas y algunos de ellos llegan a desarrollar auténticas escuelas que terminan por ser reconocidas como focos-guía en el trabajo e investigación de esos campos.


		En nuestra opinión el desarrollo de la psicología jurídica en Colombia ha seguido estos derroteros. Al menos en el ámbito de Bogotá, los primeros grupos de trabajo que aparecieron dedicados a la psicología jurídica respondieron a iniciativas personales y desconectadas entre sí, aunque, por otro lado, se pueden identificar elementos comunes en los autores colombianos pioneros de esta disciplina, como los referentes conceptuales que supusieron algunos textos de psicología jurídica clásicos de autores españoles o la coincidencia en preocupaciones acerca de las necesidades que presentan en la actualidad y en las proyecciones del desarrollo que puede alcanzar a medio plazo (Páez & Soto, 2004). Hay que señalar que al referirnos a estas iniciativas personales desconectadas no pretendemos etiquetar tales esfuerzos como individualistas, desorganizados o poco persistentes. Al contrario, las y los autores pioneros de esta disciplina en Colombia realizaron la tarea más difícil, la de abrir los caminos que otros ampliaron o siguieron. Sin embargo, los desarrollos que tuvo la Universidad Nacional de Colombia{2} en los años 60, la Universidad de San Buenaventura de Medellín, en 1976; la Universidad Católica en Colombia un año y medio después; o la Universidad Santo Tomás, desde 1995, estuvieron, en general, desconectados entre sí, con desarrollos locales propios, y escasa actividad de colaboración institucional entre ellos.


		
PSICOLOGÍA SOCIAL JURÍDICA:
 ENTRE LA PSICOLOGÍA SOCIAL Y LA PSICOLOGÍA JURÍDICA


		A la hora de definir este campo de estudio es necesario analizar las relaciones de la psicología social de la justicia con la propia psicología social y la psicología jurídica. En primer lugar, se puede entender lo social como el proceso y el resultado de la interacción del ser humano con los demás y los componentes de esa interacción -estructuras, nexos y procesos psicológicos involucrados- (León, Barriga & Delgado, 1998). Esta interacción puede darse a distintos niveles, como en las relaciones personales, los procesos grupales, las relaciones intra e intergrupos, y las relaciones individuo-sociedad (Moñivas, 1994). Lo que caracteriza, entonces, una perspectiva psicosocial del ser humano es que el desarrollo y funcionamiento individual de orden psicológico no puede entenderse sin el análisis del contexto de relaciones en las que participa un individuo en un momento dado. Estas relaciones dan lugar a fenómenos psicosociales -grupos- que presentan unas dinámicas que van más allá de la mera suma de las lógicas de funcionamiento de sus componentes -individuos-.


		Referirse a una psicología social del derecho implica, entonces, que se comparten algunos de sus antecedentes de esta disciplina con la psicología social, como lo muestra Munné (1980a) al resumir los antecedentes de la psicología social aplicada al derecho, los cuales, según este autor, serían los siguientes:


		■ Antecedentes en una psicología de los pueblos


		

				

				Los alemanes Lazarus y Steinthal fundan en 1860 la revista Zeitschrift für Völkpsychologie und Sprachwissenchaft.

			


				

				Wundt escribe su Psicología de los pueblos (Vöolker Psychologie), cuyo volumen IX, en 1918, lo dedica al análisis del derecho.

			


				

				El pedagogo Gustav Lindner, escribe en 1870 Ideen sur Psychologie der Gesellschaft als Grubdlage der Socialwissenschaft, que constituye un tratado sobre la sociología como ciencia social.

			


				

				El italiano C. Cattaneo, doctor en derecho, publica en 1859 su Psicología delle mente asocíate.

			


				

				En 1908, G. Simmel publica su Soziologie untersuchungen über di formen der vergesellschaftung.

			


	     


		■ Antecedentes en una psicología de las masas:


		Las aportaciones que destaca Munné (1980a) como representativas de esta corriente son: La Escuela Criminológica Italiana, con autores como Scipio Sighele, autor de Folla delinquente, en 1891, acerca de la mente criminal; y la obra de Le Bon, en 1895, La psychologie des foules, en la que trata en sus respectivos capítulos el tema de las masas criminales y el de los procesos de toma de decisiones de jurados.


		■ Psicología de las relaciones sociales:


		En la etapa que el autor catalán denomina de esta manera incluye las contribuciones de G. Tarde y de E. Durkheim. Tarde fue juez de instrucción y jefe de Servicio de Estadística Criminal; antes de dedicarse de lleno a la psicología social publicó una serie de obras que reflejan su inquietud por los problemas del derecho: En 1890 aparece Les lois de l’imitation y La philosophie pénale, en 1893 Les transformations du droit y en 1898 sus Études de psychologie sociale.


		Por su parte, Durkheim aporta elementos y perspectivas que nutren lo que van a ser los rasgos definitorios de la psicología social y aborda temáticas que tienen implicaciones judiciales, como los conceptos de conciencia colectiva, anomia, la delincuencia como un resultado de las insuficiencias de esa conciencia colectiva, o los estudios sobre el suicidio.


		■ Primeros pasos de una psicología social:


		En épocas más cercanas a nosotros, otra serie de trabajos muestra el interés de algunos psicólogos sociales y de bastantes juristas por las contribuciones que podría realizar la psicología social (Munné, 1980a):


		

				

				En 1900 el italiano P Rossi escribe una Psicologia collecttiva.

			


				

				En 1902 Giussepe Orano publica una muy poco conocida Psicologia sociale.

			


				

				F. Geny escribe en 1925 Méthode d’interpretation et sources en droit privé positif.

			


				

				C. A. Ellwood, en 1901, saca a la luz un texto sobre psicología social que lleva por título Some Prolegomena to Social Psychology.

			


				

				En 1908, McDougall publica también An Introduction to Social Psychology, que se suma a la Social Psychology de E. A. Ross ese mismo año.

			


				

				G. H. Mead dictó, entre 1900 y 1930, un Curso de Psicología Social y en 1913 aparece su trabajo The psychology of punitive justice.

			


				

				Por su parte, otro autor clásico, F. H. Allport, publica en 1924 una Social Psychology y en 1933 un trabajo titulado Institutional Behavior, centrado en las instituciones jurídicas y el cumplimiento de la ley.

			


				

				Décadas de los años cuarenta y cincuenta: de acuerdo con Munné (1980a), esta etapa se caracteriza en Estados Unidos por una serie de estudios en los que se analizan sentencias de la Corte Suprema, con diferentes procedimientos y estrategias, algunas de las cuales han ejercido una gran influencia en la manera de abordar temas similares.

			


		


		Además de estas etapas, Munné (1980a) advierte de la existencia de corrientes específicas psicológicas que se interesan también, de una manera u otra, por el ámbito jurídico. Por ejemplo, desde el psicoanálisis, autores como Adler, Lasswell o Ross y desde la psicología marxista, Labriola, Plejanov o Stucka. Quizá el mayor aporte de esta psicología marxista haya sido la conceptualización que ha hecho del derecho, que es relevante no tanto por el grado de consenso que esta definición haya generado en toda la comunidad científica de psicólogos sociales interesados en el ámbito jurídico, o en los propios juristas, sino porque lleva a la práctica, de forma implícita, el ideal de analizar el derecho como un hecho social, en este caso, como "un sistema o forma de organización de las relaciones sociales de apropiación, derivadas de las relaciones primarias de producción y de cambio, caracterizado por un interés de clase y defendido consecuentemente por la clase dominante” (Munné, 1980a, p. 103).


		En segundo lugar, con relación a la psicología jurídica, la psicología social de la justicia pertenece al área de la denominada psicología del derecho. En este sentido, Garzón (1990) señala que la psicología jurídica como ciencia moderna surge de la confluencia de dos grandes corrientes disciplinarias relacionadas con la conducta y la desviación: por un lado, aquella vinculada más con una psicología criminal, preocupada por el estudio de las características de la personalidad criminal y de las técnicas más eficaces para el esclarecimiento de los delitos, y por otra parte, aquella más relacionada con la filosofía del derecho que, en resumidas cuentas, se pregunta qué es la norma, qué es la ley y el derecho. A esta última rama pertenecen aquellos saberes que pretenden estudiar cómo los grupos sociales entienden y regulan sus conflictos, qué representaciones sociales se dan en torno a conceptos como justicia, paz, sistema judicial, delito y crimen. Por ejemplo, la antropología jurídica, la sociología jurídica, o, incluiríamos, la psicología social, en cuanto esta aborda como uno de sus principales temas el de las normas sociales, bajo la forma de aquella Psicología del Derecho que Muñoz Sabaté definía como el estudio del Derecho como fenómeno psicosocial (1975, en Rico, 1995), es decir, el estudio de lo que la gente entiende por justicia, por delito, etc.


		
CONSTRUCTOS PSICOSOCIALES ABORDADOS POR LA PSICOLOGÍA SOCIAL DEL DERECHO


		Munné (1980a) identifica tres áreas dentro de la psicología social del derecho y, dentro de cada una de ellas, algunos de los constructos y procesos psicosociales que la caracterizan. Estos constructos son, según cada área, los siguientes:


		Área de la interacción jurídica: influencia social; percepción interpersonal (formación de impresiones, procesos de atribución de causalidad); atracción y hostilidad interpersonales; motivaciones sociales, actitudes y prejuicios; procesos de cooperación, competencia, mediación y negociación; conductas de agresión.


		Área de la dimensión sociojurídica de la personalidad: conductas de rol, estatus y conflicto; aprendizaje social; procesos de socialización -p. ej.: factores protectores y de riesgo para el desarrollo de conductas delictivas-, desocialización -p. ej.: el impacto psicológico del encierro en condiciones de alta severidad- y resocialización -p. ej.: programas de intervención dirigidos a disminuir la probabilidad de reincidencia-; estados anómicos, desviaciones y marginación social.


		Área de la interacción y personalidad en el marco de los agrupamientos sociales: grupos: interacción grupal, normas de grupo, dinámica de grupos, liderazgo y poder en los grupos, grupos de referencia, masas, muchedumbres, públicos, turbas; conducción de masas, movimientos de masas; manías colectivas. A los que se podría añadir los estudios sobre miedo colectivo extremo (identificado por algunos autores en el conflicto de la antigua Yugoslavia, o en las masacres de mediados de los 90 en Ruanda y Burundi), los estudios sobre acción colectiva, aplicables a situaciones de vandalismo colectivo y el análisis de las denominadas psicosis colectivas (Heuyer, 1973). Sociedades: psicología de las clases sociales; comunidades, asociaciones e interacción social; el carácter nacional.


		En relación con el análisis psicojurídico de las sociedades, creemos que pueden ser de utilidad, además, los constructos de clima emocional (por ejemplo, De Rivera, 1992) y de memoria colectiva (por ejemplo, Páez, Valencia, Pennebaker, Rimé, Jodelet, 1998).


		
TEMAS DE LA PSICOLOGÍA SOCIAL DE LA JUSTICIA (O DEL DERECHO)


		Aunque no existe coincidencia de los autores en delimitar qué temas son los propios de esta psicología social de la justicia, se puede proponer una lista que, sin pretender ser exhaustiva, dé cuenta de los desarrollos alcanzados a través de los temas investigados. Se puede sistematizar esta lista de acuerdo a los elementos principales del sistema jurídico, a partir de la definición de criminología: el estudio del autor del delito, del delito, de la víctima y de los sistemas de control social -sistemas formales e informales, operadores jurídicos, instituciones jurídicas-. En este orden de ideas y, apoyándonos en Garrido (1986), son temas de la psicología social de la justicia:


		Los delincuentes


		Los autores han estudiado temas como: a) La percepción de los delincuentes acerca de los actos delictivos, b) actitudes de los delincuentes hacia el sistema de justicia criminal, c) teorías psicosociológicas sobre las causas del crimen, d) subculturas delincuenciales. Dentro de este grupo de trabajos se pueden mencionar estudios como el de Expósito y Moya (2007), sobre las actitudes de sujetos reclusos acerca de la violencia en las relaciones de pareja; de Calderón (2007), acerca de las representaciones sociales de las causas del hurto en dos muestras de reclusos; el de Erez (1987), sobre la representación social del régimen penitenciario por parte de reclusos; la revisión de Hamilton, Rauma (1995), sobre teorías psicosociales y sociológicas acerca del comportamiento criminal, o trabajos centrados en el análisis de la subcultura carcelaria (Caballero, 1986; Irurzun & Neuman, 1979).


		La sociedad (ante el delito y los sistemas de control social)


		Temas clásicos procedentes de intereses criminológicos son: a) las actitudes y satisfacción con la policía, b) actitudes hacia la prisión, c) el miedo al delito, d) el conocimiento y/o actitudes hacia penas alternativas de la prisión, e) concepciones sociales acerca de la gravedad asignada a conductas desviadas, f) actitudes y conocimiento del funcionamiento del sistema de justicia criminal, g) concepciones acerca de la ley, la justicia, la norma social. Aquí pueden mencionarse como ejemplos de este tipo de trabajos, el de Ruiz (2006), sobre la satisfacción con la policía y su relación con el miedo al crimen; los desarrollos de Alvazzi del Frate, Zvekic y van Dijk (1993) o, Ruiz (2004), sobre las actitudes punitivas a nivel internacional; estudios sobre el miedo al delito (Berenguer, Garrido y Montoro, 1990; Bernard, 1991; Bilsky & Wetzels, 1995); el de García-Borés (1995) que incluía preguntas sobre el conocimiento de los sujetos encuestados acerca de penas alternativas a la privación de libertad; el de Oceja, Berenguer, González y Giménez de Lucas (2000), sobre cómo las personas clasifican las normas sociales; los de Bonal (1992) y Ruiz (2007a), sobre cómo la ciudadanía se representa o percibe el funcionamiento de diferentes ámbitos del sistema judicial; o el de Doise y su grupo (Doise et al., 1991; Doise et al., 1995) sobre la justicia y los derechos humanos. La investigación de González Audícana y colaboradores (1995) procuró determinar cuantitativamente las representaciones sociales de los estudiantes del País Vasco español y francés sobre diversos aspectos de la criminalidad, estereotipos de delincuentes, atribución del comportamiento delictivo, valoración de la gravedad de ciertos delitos, etc, mostrando como se pueden abordar varios ejes temáticos silmultáneamente.


		Las representaciones sociales de la delincuencia abarcarían una serie de aspectos o dimensiones de acuerdo con los distintos autores (Martín & Rodríguez, 1990; Miralles, 1992; Tarín y colaboradores, 1997). Comprenderían un sistema de creencias acerca de las causas del hecho delictivo, dimensiones de evaluación de los delitos específicos, actitud general de aceptación o rechazo del comportamiento de los demás, evaluación del comportamiento en función de su grado de adecuación a la norma grupal, y tendencias de respuesta hacia el delito que van desde el premio u otros refuerzos positivos hasta las medidas punitivas, de las cuales la más extrema sería la pena de muerte. Desde las representaciones sociales u ópticas teóricas próximas, se han abordado problemáticas como la violencia escolar (Mondragón, 2000), la corrupción política (Bayona, 2005), la violencia en general (Sani & Abrunhosa, 2007), el hurto (Calderón, 2007), la desviación social (Guimelli, 1996) o la violación (Pascual, Pulido, Arcos & Garrido, 1989). En esta misma línea, Arnoso, Manzanos & Martínez-Taboada (2005) llevaron a cabo un estudio sobre las representaciones sociales de la delincuencia en la población del País Vasco (España), encontrando que la delincuencia se asoció con palabras como malhechor, gitano, locura, vandalismo.


		Un trabajo interesante que completaría la tipología de trabajos anteriormente expuesta fue realizado por García-Borés et al., 1995. Estos autores estudiaron mediante grupos de discusión las representaciones sociales, no ya del delito, sino del "no delito”, de aquellas personas que en la investigación se designaron como "no-delincuentes”, abarcando temas como la percepción de las normas sociales, de los comportamientos honestos, etc. Además de las dimensiones que se acaban de señalar, otros estudios ponen de relieve una serie de variables que influyen en la orientación de esas dimensiones. Por ejemplo, el haber sido víctima de un delito se asociaba a una mayor preocupación que en otros sujetos a ser victimizado de nuevo (Berenguer et al., 1990). Arthur y colaboradores (Arthur et al., 1995) encontraron que el apoyo a la violencia policial se asociaba a creencias sobre la personalidad de minorías étnicas y de la gente pobre, a religión conservadora y a haber sido victimizado con anterioridad.


		Las víctimas


		Acerca de las víctimas del delito se abordan cuestiones relacionadas con a) la denominada segunda victimización -la que el propio sistema judicial genera en la víctima que acude a denunciar o buscar ayuda-, b) el estudio de factores psicosociales de riesgo y de protección frente al delito, c) el impacto psicosocial individual de eventos criminales, d) los efectos colectivos que estos sucesos pueden llegar a tener, e) las actitudes y dimensiones culturales relacionadas con la culpabilización a las víctimas por los hechos que les han acaecido, o f) las diferencias de género en tasas de criminalidad y de victimización y las razones de tales diferencias. Así, se ha encontrado que el alcohol era mencionado por muestras de jueces como un factor de riesgo para el maltrato conyugal, en contraposición con las estadísticas que indican que la mayor parte de los casos de este delito se dan cuando ninguno de los dos cónyuges estaba bajo consumo del alcohol (Martins & Machado, 2007). También, se ha encontrado que el abuso sexual era escasamente mencionado como una forma de violencia intrafamiliar por parte de muestras de médicos (Cruz, Matos & Machado, 2007), que la revelación temprana y el apoyo social posrevelación son algunos de los principales factores relacionados con una mejor recuperación de niños abusados sexualmente (Antunes & Machado, 2007).


		Otros autores se han ocupado de analizar el impacto que sucesos traumáticos provocados por la acción humana -guerras, represión política, terrorismo- tienen en la sintomatología psicológica a nivel colectivo y en indicadores de tejido social como el clima emocional{3}, o los perfiles de víctimas de actos terroristas en el País Vasco (Cuesta Gorostidi, 1995; Iglesias, 1999). En otros estudios se analiza principalmente el efecto que la probabilidad de actuar como agresores tiene sobre las actitudes hacia las víctimas de agresiones sexuales (Frese, Moya & Megías, 2000), la satisfacción con la pareja sobre las actitudes hacia la violencia doméstica (Valor-Segura & Expósito, 2007), o la atribución de la mayoría de las agresiones sexuales a desconocidos (Da Rosa, 2008). Por último, en cuanto a las proporciones de delitos y victimizaciones realizadas y padecidas por género, se puede mencionar un estudio sobre la participación de la mujer con relación al hombre en diferentes modalidades delictivas en Colombia (Ruiz, 2006), y otros trabajos que constatan una mayor victimización de la mujer por delitos sexuales y de violencia conyugal, por citar algunas de las modalidades delictivas (Echeburua & Corral, 1998; Miethe & McCorkle, 2001).


		Sistemas de control social


		Los sistemas formales o informales se pueden referir a) los estudios sobre los métodos alternativos de resolución de conflictos, su aplicabilidad y resultados, b) la conducencia de la ley, es decir, la capacidad de la ley para producir cambios en las conductas de las personas, como la no comisión de delitos o, los efectos no previstos de determinadas leyes, c) el estudio de las normas perversas, de aquellas normas que son imposibles de cumplir y que generan efectos contrarios a los esperados -llevan a un aumento de las conductas desviadas-. Podemos mencionar aquí trabajos relacionados con el estudio de los costos de las medidas alternativas a la privación de libertad (Redondo, García, Blanco, Anguera & Losada, 1997), o con las características de las normas perversas (Oceja, Berenguer, González & Giménez de Lucas, 2000).


		Acerca de los operadores judiciales


		Un área de investigación pionera y aún de actualidad ha sido a) la del análisis de los factores que influyen en las decisiones que toman los jueces, b) el estudio de las discrepancias en decisiones que se dan entre operadores judiciales diferentes, por ejemplo, la concesión o recomendación de permisos de salida para reclusos por parte de psicólogos y juristas. Así, se ha identificado la influencia de la ideología de los jueces en las decisiones que toman en el tipo e intensidad de las sanciones a las que llegan (Toharia, 1991), particularmente la relación entre ideología conservadora y mayor severidad de las sentencias (Sobral & Prieto, 1994). Algunos trabajos recientes han indagado acerca de las percepciones, estereotipos o representaciones sociales de la violencia de género en profesionales de servicios de atención a la víctima (Cubells, Albertín, Rusiñol & Hernáez, 2005) y en jueces penales (Martins & Machado, 2007).


		En el ámbito policial


		Se han realizado trabajos, entre otros temas, sobre: a) la percepción del trabajo de la policía y del sistema de justicia, b) creencias y prejuicios acerca de los autores de delitos, c) factores asociados con el abuso de la fuerza, d) estrés laboral y sus repercusiones en abandono del trabajo, riesgo de suicidio, alcoholismo y problemas familiares. Estudios relacionados con estos temas de investigación son, por ejemplo, el de Olabarri (1993) acerca de las percepciones y opiniones de miembros de la Policía Autónoma Vasca sobre sus funciones, otras instancias del sistema judicial y la ciudadanía; los trabajos que incluyen muestras de funcionarios de prisiones donde se miden actitudes hacia los delincuentes (Martin & Rodríguez, 1989; Ortet & Pérez-Sánchez, 1990); el de Gabaldón y Birkbeck (1996) quienes tratan las variables relacionadas con el mayor o menor uso de la fuerza de policías venezolanos; o capítulos sobre la evaluación psicológica en la selección de personal y en el estrés policial (Perles, 2002). Por su lado, Rosas Torres, Verissimo de Faria, Gonçalves y Vargas (2007) presentaron a estudiantes de secundaria tres escenarios que representaban situaciones de secuestro con diferentes niveles de violencia de los secuestradores sobre la víctima y con diferentes niveles de violencia ejercida por policías sobre uno de los secuestradores que podría ayudar a localizar a la víctima del plagio. Los autores encontraron que a medida que aumenta la violencia de los secuestradores sobre la víctima, los estudiantes concuerdan más con la acción de la policía, aunque una mayor identificación con la democracia de los sujetos encuestados se asoció con un menor acuerdo con las formas más extremas de la actuación policial (por ejemplo, mutilar al interrogado para obligarle a confesar el paradero del secuestrado).


		Por último, en la literatura de Estados Unidos se aborda desde hace décadas el tema de la psicología de los jurados -en España más recientemente-, que comprende el estudio de los factores que influyen en la toma de decisiones de los jurados, tales como las características del acusado y de la víctima, la composición del propio jurado o el hecho juzgado (por ejemplo, asesinato versus hurto). También ha tenido cierto desarrollo el estudio de las ruedas de identificación y de los sesgos que pueden conducir a identificaciones erróneas. El estudio del procesamiento de información en la memoria de sucesos criminales y de su recuperación posterior constituyen temas tradicionales de la psicología jurídica, que reciben aportes desde la psicología básica, pero que no desconocen la relevancia de los factores psicosociales que pueden incidir en la memoria de tales sucesos, como los prejuicios y estereotipos. En Perles (2002) encontramos sendos capítulos sobre la psicología de los jurados y los procesos de la memoria involucrados en la testificación. Tarin y Hosch (1996) muestran también que se obtienen resultados diferentes sobre la severidad de las penas de acuerdo a la composición de jurados (por ejemplo, proporciones de sujetos de raza blanca y de raza negra) cuando se contrastan los estudios de laboratorio (jurados simulados) con las sentencias archivadas de procesos judiciales. Concretamente, estos autores encontraron que en jurados simulados predomina el efecto "Black sheep”, es decir, jurados blancos son más severos con acusados blancos que con negros para el mismo delito. El análisis de sentencias mostró, en cambio, que los jurados de mayoría blanca asignaban mayores condenas cuando el acusado era de color.


		Las múltiples perspectivas en el análisis de problemáticas sociales


		Hay que tener en cuenta que un mismo fenómeno puede ser abordado desde perspectivas diferentes, y ello puede ser útil a la hora de lograr una comprensión amplia de esa realidad. Por ejemplo, en cuanto a la violencia de género se han abordado las percepciones de estudiantes (Hernández, Moreno, González & Sastre, 2005), de jueces (Martins & Machado, 2007), reclusos (Lila, Herrero & Gracia, 2008), o profesionales de la salud (Machado & Matos, 2007). Estos hallazgos pueden complementarse con los datos de ocurrencia efectiva de este tipo de hechos, de los perfiles oficiales de agresores y de víctimas, así como de agresores y de las circunstancias de ocurrencia (por ejemplo, Soria Verde, 2005; Rodríguez de Armenta, Azcárare, Echauri & Martínez Sarasa, 2008; Ruiz Arias & Expósito, 2008). Otro caso es el del análisis espacial del crimen y del miedo al delito, donde constructos como la eficacia colectiva (Sampson, 2003) o el uso de técnicas de georreferenciación (Vozmediano & San Juan, 2006; Ruiz, 2007b) parecen ser comunes en ambas problemáticas.


		SÍNTESIS


		La psicología social de la justicia, o psicología social jurídica, constituye un área temática particular de la psicología social, que, en primera instancia, recoge desde la psicología el interés de los filósofos del derecho por saber cómo nace la norma social y qué entiende la sociedad por conceptos tales como derecho, ley, justicia o equidad, por mencionar algunos. En un segundo nivel, más específico, se ocupa de cuestiones que involucran a los actores del sistema judicial -el autor del delito, la conducta criminal, la víctima y los sistemas de control social-.


		Esta área toma constructos y metodologías de la psicología social y de otras disciplinas como la psicología jurídica y la criminología, y los aplica al estudio de esos temas y actores. La teoría de las representaciones sociales ofrece un marco conceptual y un utillaje metodológico particularmente interesante para tales abordajes, ya que destaca el papel de lo social-colectivo en la configuración y efectos de las estructuras, procesos y objetos sociales de naturaleza jurídica. En esta teoría pueden subsumirse otros constructos psicosociales y, además, la desviación -marginación, justicia, delincuencia- constituye uno de los temas más frecuentes en los estudios.


		Por otro lado, pese a los esfuerzos y sugerencias a lo largo del siglo xx en varios contextos nacionales de desarrollar una psicología social del derecho, Munné (1980a) considera que esta disciplina sigue siendo un ideal o un proyecto que no se ha configurado efectivamente, por una serie de razones que consideramos dignas de destacar, aunque ya existen en manuales tan autorizados como el Handbook of Social Psychology de 1995, dos capítulos dedicados a la relación entre psicología social y derecho: el capítulo titulado "Social psychology and deviance” y el de "Justice and injustice”. El primero recopila las teorías psicológico-sociales y sociológicas acerca de las causas del delito, y el segundo constituye una revisión de los estudios sobre la percepción de justicia distributiva y, en menor medida, de la procedimental, así como de las variables asociadas a ambas desde diferentes niveles de análisis. A pesar de ello, como decíamos antes, consideramos aún válidas en el presente, las razones que señalaba Munné en 1980, que explicarían la dificultad de constituir de forma estable la psicología social de la justicia:


		

				

				Desconocimiento por parte de los juristas y de los sociólogos de los desarrollos más recientes de la psicología social y de sus potenciales aplicaciones al campo jurídico.

			


				

				Escaso interés de autores destacados de la psicología social por temas del derecho a finales de los años sesenta (aunque hoy en día en muchos manuales de psicología social se incluye al menos un capítulo sobre aplicaciones al campo de la desviación social).

			


				

				Desconocimiento del derecho por parte de los/as psicólogos/as sociales (a la inversa de lo que sucede con los psicólogos jurídicos, que suelen tener algún tipo de formación en materias jurídicas).

			


				

				Necesidad de que la filosofía del derecho se apropie del interés y capacidad de la psicología social de describir las características psicológicas de los sistemas judiciales.

			


				

				Recelo anterior por parte de los juristas de una psicología social con base biológica (obra de McDougall).

			


				

				Preeminencia de otras disciplinas, como la psiquiatría social, para analizar y explicar el crimen desde bases sociales.

			


				

				Especialización de la psicología social jurídica en el análisis de las decisiones judiciales.

			


				

				Carácter más técnico y especializado de la psicología social, que dificulta a los juristas el percibir las aplicaciones que podrían tener en el ámbito del derecho.

			


		


		Este texto intenta aportar elementos que permitan superar algunas de estas limitaciones, ofreciendo al mismo tiempo materiales con valor pedagógico sobre desarrollos recientes de la psicología social en temáticas relacionadas con derechos, valores y normas. En los temas enunciados y brevemente expuestos en los párrafos de las páginas anteriores se podría incluir un balance crítico de las aportaciones y limitaciones -que sin duda existen- de las perspectivas con que se han estudiado dichos temas. Consideramos que dicho balance es necesario pero corresponde a otro lugar. Sin duda, lo que la gente cree o percibe no tiene que corresponder necesariamente a las causas reales que gobiernan o influyen en los comportamientos -entre otras cosas, porque a veces las racionalizaciones o justificaciones sobre la conducta aparecen después de que esta haya tenido lugar-. La relevancia de dicha exposición creemos que radica en que sí se puede identificar ese campo de construcciones psicosociales que van parejas a las prácticas sociales, a la ideología y a las instituciones que conforman la justicia y el sistema judicial.


		De todos los campos que podrían abarcarse, y de los cuales acabamos de ofrecer una panorámica que ha pretendido ser amplia, los siguientes capítulos se centran en una serie de contenidos seleccionados de acuerdo a su relevancia social para el contexto latinoamericano y, también, sobre aquellos en los que escasean las revisiones bibliográficas actualizadas y útiles para la formación de estudiantes y profesionales, la orientación de investigaciones y la reflexión de los lectores interesados en tener una mayor comprensión de los sistemas judiciales, desde una perspectiva psicosocial.


		Con todo ello, creemos que profundizar en el desarrollo de una psicología social del derecho contribuirá a evitar ese enfoque asistencialista con que se concibe -por parte tanto de algunos psicólogos como de algunos juristas- a la psicología jurídica (Bravo, 2011; Tapias & Hernández, 2011). Por ello, la norma objeto de estudio de la psicología social jurídica no es solo la ley, sino la norma informal, la cultural, la social. Esta faceta psicosocial de la psicología jurídica no está presente como área en algunas propuestas recientes de áreas de la disciplina (Morales & García, 2010). Sin embargo, es gracias a ella como podemos comprender cómo en cada contexto la ley permite con mayor o menor amplitud o competencias el ejercicio de la psicología jurídica, determina el tipo de problemas sobre los que se solicita su servicio y la manera de intervenir en ellos. Con este trabajo, finalmente, esperamos también contribuir al desarrollo de esa "psicología con el derecho” que menciona Bravo (2011), no asistencialista ni dependiente del derecho, sino autónoma. Como parte de ello, es necesario hacer saliente ese cúmulo de factores psicosociales que determinan las prácticas jurídicas y la relación de la ciudadanía con el sistema judicial y la justicia.
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INTRODUCCIÓN: UNA BREVE REVISIÓN DE LOS ENFOQUES E INVESTIGACIÓN BÁSICA SOBRE LAS ACTITUDES


Las actitudes son un tema clásico y central de la psicología social. Periódicamente se aborda en el Annual Review of Psychology (Moscovici, 1963; Ajzen, 2001; Bohner & Dickel, 2011) e incontables manuales de psicología social incluyen uno o más capítulos sobre la naturaleza, componentes o modelos de las actitudes (solo por mencionar algunos: Newcomb, Turner & Converse, 1965; Escalante, 1983; Feldman, 1994; Morales, 1997; León-Rubio et al., 1998; Páez, Fernández, Ubillos & Zubieta, 2003). Uno de los propósitos de este capítulo es aunar estudios realizados en el marco de la psicología social y aplicados al tema de la delincuencia y sus actores en el campo de la criminología, dentro del cual se ha empleado el concepto de actitudes hacia el castigo (punishment attitudes), y que a su vez podría relacionarse con el concepto de reacción social propio del derecho (Begalli, 1980) en cuanto forma de concebir el sistema penal como respuesta al crimen. Quizá la psicología social de las actitudes puede llenar al menos en parte ese espacio entre el delito y la construcción social de respuestas relativas a su persecución y castigo. En efecto, como se pretende mostrar en este texto, los delitos no se castigan (o se toleran) con base solo en un daño objetivo, sino que intervienen factores históricos, de género, de posición social, de los roles desempeñados en la dinámica criminal -autor, víctima, juzgador, por ejemplo-, de medios de comunicación, culturales, entre otros.


A las actitudes se les atribuye una serie de funciones, entre ellas (Ubillos, Mayordomo & Páez, 2003):


a) Función de conocimiento: las actitudes favorecen una imagen organizada, simplificada y clara del mundo social, con lo cual satisfacen la motivación psicológica de conocimiento y veracidad.


b) Función de adaptación social: las actitudes favorecen el ingreso y mantenimiento en los grupos sociales, al comunicar que se comparten valores centrales de la identidad del grupo. Manifestar actitudes similares a las del grupo atrae la aprobación social.


c) Función de defensa del yo: las actitudes permiten “afrontar las emociones negativas hacia sí mismo, externalizando ciertos atributos o denegándolos” (p. 306).


d) Función instrumental: en línea con la función descrita en b), la expresión de actitudes coherentes con las prevalentes en un grupo permite el acceso no solo a la pertenencia grupal, sino a los recursos de aquel -materiales, informativos, emocionales, de estatus social- , y a la vez protege de castigos y sanciones.


Desde un modelo psicosocial unidimensional, la actitud se considera una evaluación de objetos sociales en términos de favorabilidad o desfavorabilidad -es decir, estar a favor o en contra de un asunto social, grupo o persona- (Ubillos et al., 2003). Así, las evaluaciones implican juicios de valor, entre polos dicotómicos, sobre algo o alguien -bueno vs. malo, a favor vs. en contra, adecuado vs. inadecuado- y con los matices intermedios que se quiera incluir en cada graduación -por ejemplo: muy de acuerdo, algo de acuerdo, algo en desacuerdo, muy en desacuerdo-. Desde una perspectiva bidimensional, la actitud comprende esos juicios de valor y, además, las creencias o informaciones que se poseen sobre el tema o grupo (elementos evaluativos y cognitivos de la actitud). Por último, los modelos tridimensionales postulan que además de los dos anteriores componentes -evaluación y cogniciones- un tercero sería la conducta o la intención de conducta. Los estudios basados en la trilogía “actitudes, creencias y conductas” responden a este modelo tridimensional. Se pueden entender, además, como modelos multidimensionales los de la acción razonada (Ajzen & Fishbein, 1980) y de la acción planificada (Ajzen, 1988), descritos ambos en Ubillos, Mayordomo & Páez (2003). El modelo de la teoría de la acción razonada (TAR) introduce, respecto a otros, una dimensión muy relevante: la influencia en la propia actitud de la actitud percibida en los otros significativos -matizada por la importancia que el individuo da a las actitudes de los demás-.


La norma subjetiva{4} da cuenta precisamente de que las conductas -y las actitudes subyacentes a estas- que se perciben en los demás influyen en la conducta propia -por ejemplo, a más tolerancia percibida a los juegos de azar, más frecuencia y gasto personal en estos (Larimer & Neighbors, 2003)-. Además, el modelo tar diferencia entre la intención de conducta y la conducta propiamente dicha. Por su lado, la teoría de la acción planificada incluye la variable “percepción de control”, junto a la actitud y la norma subjetiva. La “percepción de control” se relaciona con la eficacia percibida por el sujeto sobre su conducta con relación al objetivo buscado (por ejemplo: “¿Si voto a mi candidato de preferencia, este ganará o saldrá elegido el candidato que no quiero?, ¿será mejor votar al candidato que tiene más posibilidades de ganarle al que más rechazo”?). Para ambos modelos ver revisión en Ubillos et al. (2003).


Tras esta breve introducción{5} a las actitudes desde una óptica psicosocial, en las páginas que siguen se aborda de forma monográfica el tema de las actitudes punitivas. El lector podrá establecer sus propias conclusiones acerca de la posibilidad y utilidad de enlazar y complementar los elementos jurídicos, criminológicos y psicosociales subyacentes al tema.



ACTITUDES Y REPRESENTACIONES SOCIALES EN TORNO AL DELITO


Según Martín & Rodríguez (1989), existe en psicología social una larga tradición de estudios sobre las explicaciones causales que la gente da a los acontecimientos de su entorno. En la mayoría de los casos se trata de estudios microscópicos que, inevitablemente, interpretan el proceso con una lógica racional que nada o poco tiene que ver con la forma común de tratar la información. En efecto, las personas, en su vida diaria, no se dedican a buscar continuamente explicaciones, ni se preocupan por controlar activamente la información nueva que procesan. Por el contrario, se considera que la gente piensa, explica y actúa no a partir de un análisis minucioso y neutro, sino de creencias y teorías que intervienen profundamente en sus juicios. Muchas de estas explicaciones, ya sean complejas o ingenuas, generan auténticas teorías científicas después de múltiples pruebas; otras, por el contrario, proceden de la divulgación de los conocimientos obtenidos en las distintas ramas de la ciencia y el pensamiento social. Así, en un proceso circular del sentido común pueden surgir hipótesis para investigación científica y estas, al cabo de los años, se transforman en conocimiento de dominio público. Para los autores mencionados, las actitudes y creencias que tiene la gente en torno a la delincuencia no escapan a esta dinámica.


Según el modelo tripartito, las actitudes sociales hacia el delito se componen, primero, de un elemento cognitivo, que consistiría en las creencias acerca de las causas de la delincuencia; segundo, los juicios de valor acerca del comportamiento (bueno-malo, aceptable-rechazable, etc.) y tercero, la intención de conducta, que consistiría en la disposición a castigar el comportamiento desviado y el tipo de castigo a aplicar.


En cuanto al primer elemento, Delgado (1992) realizó una revisión de las teorías científicas de la criminología que han intentado explicar las causas de la delincuencia. Estas teorías se habrían incorporado al saber popular, al sentido común de la gente, en forma de explicaciones que esta da sobre la criminalidad. El primer grupo de teorías, cercano a las ciencias naturales, contempla las explicaciones de tipo individual. Un segundo grupo, el más amplio, hace hincapié en las explicaciones sociológicas. El tercero engloba las teorías neoclásicas como las de control social y enlaza con el derecho penal y la política criminal.


En esta línea, Martín & Rodríguez (1989) realizaron una investigación sobre la explicación ingenua del delito en policías, jueces y funcionarios de prisiones. El objetivo de este estudio era investigar las teorías implícitas que subyacen a los juicios y actitudes públicas de personas que, por su profesión, están diariamente en contacto con el fenómeno social del delito. Ellos investigaron la estructura y determinantes de las teorías implícitas sobre la delincuencia e indagaron la relación de estas con determinadas variables actitudinales, personales y de grupo. Se tomaron como muestra 90 profesionales de la provincia de Tenerife (30 policías, 30 jueces y 30 funcionarios de prisiones) quienes respondieron una escala de explicaciones causales y una batería de seis escalas de actitud (autoritarismo, dogmatismo, creencia en un mundo justo, ideología ética, confianza en la gente y autoestima). Entre los resultados se encontró una estructura de actitudes compuesta por nueve factores: socialización desviada, deficiente autocontrol, razones económicas, causas sociopolíticas, drogadicción, fuerza del destino, trastornos mentales, carrera delictiva y características situacionales.


Respecto al componente evaluativo y conductual, siguiendo a Miralles (1982), la representación social del comportamiento desviado está mediada por la fuerza de la actitud y por el tipo de reacción. En cuanto a la fuerza de la actitud, el comportamiento desviado puede ser objeto de aceptación (aceptación total, aceptación moderada, indiferencia) o rechazo (desaprobación total, desaprobación moderada). Por su parte, el tipo de reacción puede ser punitivo, no punitivo o indiferente. El tipo de reacción punitivo puede ser de tipo social (reprimenda frente a otros, execración del autor, ostracismo, despido del trabajo, expropiación de bienes, reparación de daños, entre otros) o de tipo legal (castigo corporal, intervención policial o judicial, sentencia condenatoria a prisión o pena de muerte). En cuanto a la reacción no punitiva esta puede ser positiva, en la que el emisor de la actitud puede recompensar o estimular a la fuente actitudinal; neutra, en la que no haga nada, o educativa, en la que dé consejo y orientación, dé una reprimenda privada, haya ayuda por parte de la familia o la escuela, o haya intervención médica y psicológica.


De una manera más precisa, Ortet & Pérez-Sánchez (1989, 1990) y Ortet et al. (1993) plantean un modelo de actitudes en el que atribuir la delincuencia a factores internos de los sujetos -hereditarios, psicológicos, drogas- corresponde con una mayor aceptación de castigos duros para los delincuentes, mientras que atribuirla a causas externas -desempleo, desigualdad social- se asocia con mayor disposición a medidas preventivas del delito y de alternativas a la cárcel. Como apoyo a este modelo, Leibert, Schwarze, Mack & Farnworh (2002) encontraron en una muestra de funcionarios de prisiones que las atribuciones de culpa del delito a características individuales y a la familia se asociaban con actitudes más punitivas.


A continuación se revisan algunos estudios sobre diferencias en las actitudes hacia la delincuencia en función de la cultura y otras variables.



VARIABLES ASOCIADAS A LAS ACTITUDES SOBRE LA DELINCUENCIA


Las actitudes hacia el delito pueden ser moduladas por las características percibidas de, o atribuidas a, este -por ejemplo, su forma de ejecución-; por las consecuencias del hecho -para la víctima, para la sociedad-; por las características atribuidas al delincuente o a la víctima o por las características del observador, como el género y la edad. Sundt & Cullen (2000) señalan que las variables que explican o influyen en las actitudes punitivas pueden clasificarse en dos grupos: individuales (modelo de importación) y contextuales. Entre las primeras están la edad, el sexo, el nivel educativo, la raza, las creencias religiosas o los motivos que llevan a una persona a buscar un empleo en las instituciones penitenciarias. Las variables contextuales son, por su parte y como su nombre indica, propias de cada contexto y se refieren al conjunto de experiencias que las personas tienen en este y que pueden asociarse con sus actitudes hacia el delito. Por ejemplo, en las instituciones penitenciarias han sido identificadas como variables contextuales el conflicto de rol, trabajar en instituciones de máxima seguridad versus otros niveles de seguridad, la experiencia laboral y la socialización ocupacional (Sundt & Cullen, 2002). En el ámbito académico, podría considerarse como variable contextual la socialización recibida en los años que dura estudiar una carrera universitaria (Guimond & Palmer, 1990). Seguidamente, se revisará la investigación sobre las relaciones entre actitudes punitivas y alguna de las variables explicativas más relevantes.


Los resultados que Zimbardo y su equipo (Zimbardo, Haney, Banks & Jaff, 1973/1986) obtuvieron en el famoso experimento de la prisión de Stanford han sido interpretados con frecuencia como prueba de la influencia del contexto en las conductas y actitudes punitivas y de abuso sobre los internos, aunque también podrían atribuirse a representaciones previas a la experiencia que los sujetos tenían de las relaciones sociales al interior de la cárcel (Thayer & Saarni, 1975).


La percepción del delito


En cuanto a la percepción del grado en que el delito causa daños a los demás, Martín & Rodríguez (1990) realizaron un estudio con una muestra compuesta por sujetos varones procedentes de tres grupos sociales diferentes: delincuentes institucionalizados, profesionales del sistema penal y sujetos no vinculados, a quienes se les pidió que evaluaran veintidós episodios delictivos de acuerdo a veinte escalas bipolares. Mediante análisis de escalamiento multidimensional se encontró que el espacio perceptivo de los tres grupos era semejante, es decir, para todos los sujetos las dimensiones que permitían diferenciar unos episodios de otros eran la gravedad, la responsabilidad del agresor y la intencionalidad del hecho. Una diferencia entre los tres grupos fue que los delincuentes guiaron sus respuestas también por una dimensión de atenuantes, mientras los profesionales y los sujetos no vinculados al sistema penal se centraron más en el protagonismo de la víctima. En cuanto a la percepción de diferentes tipos de delitos, los tres grupos distinguen, a la hora de evaluarlos, los delitos contra la propiedad de los delitos contra las personas y contra la honestidad. Los tres grupos consideran los delitos contra la propiedad menos graves pero más intencionales que los otros dos tipos.


Otro estudio, que se relaciona de alguna manera con el anterior, es el realizado por Cumberland & Zamble (1992) sobre actitudes generales y específicas hacia los delincuentes próximos a la libertad. A partir de una muestra de 160 sujetos, se encontró que las actitudes hacia conceder la libertad fueron más favorables para los casos ficticios en los que los detenidos participaban en varios programas versus los que participaban solamente en uno, o en uno versus los que no participaban en ninguno, aunque este factor interactuó con los otros. En términos generales un 86 % de los sujetos concedían la libertad a los sujetos con delitos no graves, sin antecedentes criminales y con participación en varios programas de resocialización. En cambio, solo un 27 % de las personas concedían esa medida para el caso de delito grave, con antecedentes y sin participación en programas (el porcentaje subía al 35 % cuando se suponía la participación en un programa).


La percepción sobre el delincuente


En una investigación sobre la percepción del delincuente, desde la teoría del etiquetado, en el estudio antes citado (Martín & Rodríguez, 1987) cada uno de los tres grupos debió describir a los delincuentes por medio de adjetivos, de los cuales se seleccionaron cuarenta en función de su frecuencia; de estos, cada sujeto debió elegir cinco.


Como resultado se encontró que los adjetivos significativamente más elegidos en los grupos control y de profesionales, frente al de delincuentes, fueron “peligrosos”, “marginados”, “malas compañías”, “irresponsables”, “inadaptados”, “violentos” y “sin cultura”. En el grupo de delincuentes se prefirieron adjetivos como “buenos compañeros”, “de buenos sentimientos” y “van a lo suyo”. En esta investigación se observó claramente cómo los adjetivos más utilizados por los profesionales y el grupo control son de carácter negativo mientras que los más utilizados por los delincuentes son de carácter positivo. En este estudio los profesionales poseen un estereotipo más uniforme y desfavorable que los sujetos del grupo control. El hecho de haber sido víctima de un delito lleva también a mantener un estereotipo más desfavorable en los profesionales.


Una de las razones que podría llevar a una actitud más punitiva hacia los delincuentes sería la percepción de la probabilidad de reincidencia (Funes, Redondo & Luque, 1992). Estos autores parten del supuesto de que la reincidencia en el delito es un fenómeno al que frecuentemente se refieren los medios de comunicación de masas y sobre el cual la gente se forma una cierta opinión, que puede ser más o menos coincidente o distante de los conocimientos existentes sobre sus dimensiones reales. En un estudio con estudiantes de criminología procedentes de un amplio abanico de profesiones se encontró que, en su opinión, la circunstancia o el contexto que más influía en la producción de reincidencia era la drogodependencia, por la cual pronosticaron la vuelta a la cárcel en tres de cada cuatro casos. Conjuntamente, estimaron que fácilmente reinciden los que vuelven a un barrio marginal al salir de la prisión. De modo complementario, estimaron que la reincidencia será mucho menor si el condenado dispone de un trabajo al salir en libertad, pero solamente algo menor si es atendido por algún recurso de servicios sociales. No se encontraron diferencias estadísticamente significativas entre profesionales ni entre niveles de información en cuanto a la valoración del peso de los factores sociales o de los asociados a la característica de la condena. Por el contrario, se encontró que las mujeres minusvaloraban significativamente el impacto de la prisión cerrada, a la vez que eran capaces de ponderar mejor la condición de drogodependiente.


Algunas categorías sociales, en ciertos contextos, son asociadas por la mayoría del público con el crimen. En este sentido, la enfermedad mental aparece como un factor con frecuencia asociado con criminalidad. Para Gostin (2008), prevalecen en las sociedades estereotipos de los enfermos mentales como peligrosos e incompetentes, a pesar de que la tasa de delitos cometidos por personas afectadas por estos trastornos es muy baja. Sin embargo, este tipo de estereotipos sirve de sustento a políticas de encierro y aislamiento de estas personas.


En la misma línea de las categorías sociales, King & Wheelock (2007), midieron las relaciones entre condiciones sociales agregadas, amenaza percibida y sentimientos punitivos con relación a la tasa de población de color viviendo en las unidades geográficas estudiadas. Los autores hallaron que un mayor incremento percibido de población negra se asoció con actitudes más punitivas, y que una mayor percepción de que los afroamericanos amenazan los recursos económicos del país y un mayor desempleo en el sector se asociaron con actitudes punitivas más elevadas aún.


Quizá estos estereotipos y actitudes hacia los delincuentes puedan ser modificados mediante alguna forma de intervención. El estudio de Leunes, Bourgeois & Grajales (1996) aporta alguna luz en esta cuestión. Ellos aplicaron una escala de actitudes a un grupo de estudiantes de psicología anormal, antes y después de ciertas actividades. La escala medía tres dimensiones: actitudes hacia los delincuentes juveniles, hacia los establecimientos correccionales de delincuentes y hacia el tratamiento por parte del personal a los jóvenes albergados en esos centros. Las actividades consistieron en una charla que cuatro jóvenes infractores y dos miembros de la plantilla de un centro correccional dieron a los estudiantes, y una visita posterior a ese centro. Los resultados indicaron que aquellos estudiantes que asistieron a la charla de los sujetos convictos mostraron actitudes más favorables en las tres dimensiones: con respecto a los infractores y las instituciones correccionales hubo diferencias significativas en los aspectos de evaluación y potencia, y con respecto al personal hubo cambios en la medida de potencia. Respecto al efecto de la visita a la institución, las actitudes fueron más positivas hacia los delincuentes y los centros correccionales en los tres aspectos (evaluación, potencia y actividad) en los sujetos que participaron en ella. En actitudes hacia el personal no hubo diferencias en el aspecto de potencia. Respecto al género, las mujeres mostraron actitudes más favorables hacia los delincuentes juveniles, pero no hubo efectos diferenciados entre estas y los hombres tras la visita o la charla.


Inserción en la carrera criminal


En un estudio de Delgado (1992), a partir de una muestra de 1450 sujetos de entre 13 y 16 años, se identificó que los delincuentes autodeclarados, detectados o no, creen en mayor medida que roban porque quieren, porque les da la gana, porque lo quieren para gastar, por el dinero en sí, y no porque su familia esté necesitada, mientras que los que han delinquido ocasionalmente creen que los demás roban porque se han metido en algún lío o tienen algún problema, no por gusto. Los que nunca habían delinquido consideraban más que los otros grupos la justificación de robar por necesidad familiar o por pobreza.


Nivel educativo


Para Guimond & Palmer (1990) las diferencias entre estudiantes de diversas carreras universitarias en sus atribuciones y actitudes hacia determinados temas sociales pueden ser explicadas desde la teoría de la autoselección o la de la socialización. Según la primera, existen variables previas a la formación académica que, para empezar, determinan la elección del tipo de carrera a estudiar; de acuerdo a la segunda, en cambio, aquellas diferencias se explicarían por el influjo de la formación específica que recibe el estudiante dentro de una carrera determinada. Para probar esta afirmación se ha recurrido a la comparación entre las respuestas de sujetos de primeros y últimos semestres de varias carreras, con la esperanza de encontrar las diferencias buscadas. Estos autores compararon en un estudio longitudinal (inicio y mediados del semestre) las respuestas de estudiantes de sociología, ingeniería y comercio canadienses de primer y cuarto año de carrera en cuanto a las causas de problemas sociales como la pobreza y el desempleo en Canadá en general y entre los francoparlantes en particular. Los resultados mostraron que al inicio del primer año de carrera no había diferencias significativas entre los grupos en cuanto a sus explicaciones, mientras que en el cuarto año de carrera, comparados con los estudiantes de ingeniería, los estudiantes de ciencias sociales culpaban más al sistema por la pobreza y el desempleo, y los de comercio menos. Además, las diferencias intergrupales se mostraban ya a los seis meses de iniciar el primer año de la carrera.
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